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SENTENCIA

En Salamanca, a 11 de junio de 2026.

Visto por el Iltmo. Sr. D. Jesús Andrés Nevado Nevado, 
Magistrado,  el  juicio  promovido  en  materia  de  despido  por 
CESAR  SENDIN  OÑIGA,  MIGUEL  FRAILE  RODRIGUEZ,  ANDRES  PEREZ 
MARTIN,  ALVARO  GARCIA  MARTIN,  CARLOS  PEDRAZ  MARTIN,  DIEGO 
ARROYO YAGUE, FRANCISCO SANCHEZ RECIO, RAUL PANERO BLAZQUEZ, 
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JOSE   ANTONIO  MARTIN  MARCOS,  ADRIAN  MARTIN  ORTEGA,  SERGIO 
RODERO  SANCHEZ,  IVÁN  COBOS  FAYOS,  FRANCISCO  JOSE  SISTIAGA 
GARCIA, JORGE RAMOS IZQUIERDO, ENRIQUE MERCHÁN ESTEBAN, PABLO 
MANGAS NIETO, RODRIGO  JACOBO MARTIN ALONSO, ANGEL GONZALEZ 
SANCHEZ, JOSE  ANTONIO GARCIA PEREZ, CARLOS GONZALEZ SANCHEZ, 
AGUSTIN  RODRIGUEZ  MARCOS,  MIÑAMBRES  ANGEL  DOMINGUEZ,  JAVIER 
ALONSO SANCHEZ, HUGO TURRIÓN GARCÍA, ROBERTO SANCHEZ MATILLA, 
y JESUS MATEOS DELGADO, frente a Oficina Técnica Demontes, S. 
L. U. y Diputación Provincial de Salamanca.

ANTECEDENTES DE HECHO

I.- Con fecha 13-II-26 se presentó la demanda suscrita 
por la parte actora, en la que, tras consignar los hechos y 
fundamentos  legales  que  estimó  procedentes  a  su  derecho, 
suplicaba  se  dictase  sentencia  en  la  que  se  acogieran  sus 
pretensiones.

A esta demanda se le acumuló el procedimiento de despido 
número 82/2026 seguido ante la Plaza 2 de la Sección Social 
del Tribunal de Instancia de Salamanca.

II.-  Admitida  la  demanda,  y  acumulada  a  la  misma  la 
demanda  registrada  con  el  número  82/2026,  seguido  ante  la 
Plaza 2 de la Sección Social del Tribunal de  Instancia de 
Salamanca, se señaló día y hora para la celebración del acto 
del juicio, y éste tuvo lugar el día señalado, compareciendo 
en el mismo las partes y defensores que constan en el acta 
extendida.  Abierto  el  juicio,  los  actores  se  afirmaron  y 
ratificaron en las demandas presentadas, y las demandadas se 
opusieron a las mismas, se practicaron las pruebas propuestas 
y  admitidas,  y  se  elevaron  las  conclusiones  a  definitivas, 
como consta en el acta levantada, quedando los autos a la 
vista para dictar sentencia.

HECHOS PROBADOS

I.- Los actores han venido prestando sus servicios para 
la empresa demandada con la antigüedad, categoría profesional 
y salario que se hizo constar en el juicio celebrado, que se 
reseñará más adelante.

En concreto, se tienen en cuenta los salarios que fueron 
puestos de manifiesto por los actores y la empresa codemandada 
Demontes en el juicio celebrado, en los que hubo acuerdo entre 
las partes.

En cuanto a la antigüedad de los trabajadores, se tiene 
en cuenta el criterio seguido por la codemandada Demontes, es 



  

decir, establecer la fecha de antigüedad, en los supuestos en 
los que ha habido una sucesión de contratos temporales, en el 
comienzo del último contrato que haya tenido lugar tras una 
ruptura de la relación laboral superior a tres meses,

Aplicados estos criterios a cada uno de los actores, debe 
aceptarse que han prestado sus servicios con la antigüedad, 
categoría profesional y salario siguientes:

D. José Antonio García Pérez ha prestado sus servicios 
con la categoría profesional de bombero, con una antigüeda de 
1-VI-06, y un salario diario de 71,36 €.

D. Andrés Pérez Martín ha prestado sus servicios con la 
categoría  profesional  de  bombero,  con  una  antigüedad  de  1-
VI-25, y un salario de 67,95 €.

D. Carlos González Sánchez ha prestado sus servicios con 
una antigüedad de 15-IV-07, con la categoría profesional de 
jefe de turno, y un salario de 72,95 €.

D. Álvaro García Martín ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  11-X-20,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero, y un salario de 68,36 € diarios.

D. Adrián Martín Ortega ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  6-VII-23,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero, y un salario diario de 69,32 €.

D. Francisco Sánchez Recio ha prestado sus servicios con 
una  antigüedad  de  1-VI-01,  con  la  categoría  profesional  de 
jefe de turno, y un salario diario de 77,21 €.

D. Pablo Mangas Nieto ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  16-X-25,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero, y un salario diario de 70,02 €.

D.  Iván  Cobo  Fayos  ha  prestado  sus  servicios  con  una 
antigüedad  de  10-VI-24,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero, y un salario de 67,28 € diarios.

D. Ángel Rodríguez Miñambres ha prestado sus servicios 
con una antigüedad de 1-III-07, con la categoría profesional 
de bombero, y un salario diario de 67,58 €.

D. Agustín Rodríguez Marcos ha prestado sus servicios con 
una  antigüedad  de  1-IV-01,  con  la  categoría  profesional  de 
encargado, y un salario diario de 100,27 €,



  

D. Javier Alonso Sánchez ha prestado sus servicios con 
una antigüedad de 1-III-07, con la categoría profesional de 
turno, y un salario diario de 69,50 €.

D. Sergio Rodero Sánchez ha prestado sus servicios con 
una antigüedad de 12-VI-23, con la categoría profesional de 
bombero, y un salario diario de 69,23 €.

D. Carlos Pedraz Martín ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  4-VIII-19,  con  la  categoría  profesional  de 
técnico,  y  un  salario  diario  de  84,04  €.  Este  trabajador 
estaba,  el  día  31-XII-25,  en  situación  de  excedencia 
voluntaria, desde el día 15-V-25, y pasó a realizar las mismas 
funciones que llevaba a cabo en Demontes para la Diputación 
Provincial de Salamanca, como funcionario.

D. Raúl Panero Blázquez ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  12-VI-23,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero, y un salario diario de 68,80 €.

D. Jorge Ramos Izquierdo ha prestado sus servicios con 
una antigüedad de 15-VI-23, con la categoría profesional de 
bombero, y un salario diario de 68,80 €.

D. Jesús Mateos Delgado ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  21-VII-18,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero, y un salario diario de 67,46 €.

D. Rodrigo Jacobo Martín Alonso ha prestado sus servicios 
con una antigüedad de 1-III-07, con la categoría profesional 
de bombero, y un salario diario de 66,78 €. Este trabajador 
estaba en situación de excedencia voluntaria desde el día 12-
IX-24, y pasó a realizar las mismas funciones que llevaba a 
cabo en Demontes para la Diputación Provincial de Salamanca, 
como funcionario.

D. José Antonio Martín Marcos ha prestado sus servicios 
con una antigüedad de 4-III-11, con la categoría profesional 
de jefe de turno, y un salario diario de 70,11 €.

D. Diego Alonso Yagüe ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  1-VIII-25,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero, y un salario diario de 68,99 €. Este trabajador está 
en situación de Incapacidad Permanente Total para su profesión 
habitual, revisable en un plazo de dos años, por resolución 
del INSS de fecha 16-VII-25.

D.  Miguel  Ángel  Fraile  Rodríguez  ha  prestado  sus 
servicios  con  una  antigüedad  de  1-VII-06,  con  la  categoría 
profesional de bombero, y un salario diario de 67,80 €.



  

D. Roberto Sánchez Matilla ha prestado sus servicios con 
una antigüedad de 18-VII-13, con la categoría profesional de 
bombero, y un salario diario de 67,60 €.

D.  Francisco  Luis  Sistiaga  García  ha  prestado  sus 
servicios  con  una  antigüedad  de  20-VI-16,  con  la  categoría 
profesional de oficial conductor, y un salario diario de 69,90 
€.

D. Ángel González Sánchez ha prestado sus servicios con 
una  antigüedad  de  1-IV-01,  con  la  categoría  profesional  de 
encargado, y un salario diario de 79,87 €.

D. Hugo Turrión García ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  17-V-25,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero, y un salario diario de 69,35 €.

D. Enrique Merchán Esteban ha prestado sus servicios con 
una antigüedad de 28-VIII-24, con la categoría profesional de 
bombero.  Este  trabajador  está  en  situación  de  excedencia 
voluntaria  con  reserva  del  puesto  de  trabajo.  Actualmente 
realiza las mismas funciones para la Diputación Provincial de 
Salamanca, como funcionario.

D. César Sendín Oñiga ha prestado sus servicios con una 
antigüedad  de  4-II-25,  con  la  categoría  profesional  de 
bombero.  Este  trabajador,  en  este  momento,  ha  superado  el 
proceso  selectivo  para  pasar  a  ser  funcionario  de  la 
Diputación  Provincial  de  Salamanca,  después  de  cesar  en  su 
prestación de servicios para Demontes, el día 31-XII-25, si 
bien aún no ha tomado posesión de su cargo.

A la relación laboral mantenida entre los actores y la 
empresa codemandada Demontes le es de aplicación el Convenio 
Colectivo  de  Actividades  Forestales  de  la  Comunidad  de 
Castilla y León, publicado el día 7-III-22.

II.- Los actores han venido prestando sus servicios para 
la empresa Oficina Técnica Demontes, S. L. U., en el Servicio 
de Prevención, Extinción de Incendios y Salvamento (SPEIS), 
que está organizado por la Diputación Provincial de Salamanca 
en trece parques de bomberos distribuidos por la provincia de 
Salamanca.

El centro de trabajo en el que prestaban sus servicios 
los actores era el parque de bomberos de Villares de la Reina.



  

La prestación de SPEIS se realiza a través de convenios 
de colaboración con los Ayuntamientos, a excepción del parque 
de  bomberos  de  Villares  de  la  Reina,  que  se  ha  venido 
realizando a través de un contrato administrativo desde el año 
2001,  habiendo  sido  adjudicatarias  de  dicho  contrato  las 
empresas  INTESA,  S.  L.  (desde  2001  a  2007),  UTE  Europa 
Agroforestal,  S.  L.  y  Consultoria  Natutecnia,  S.  L.  (desde 
2007  a  2011),  Europa  Agroforestal,  S.  L.  e  Intesa,  S.  L. 
(desde 2011 a 2017), y finalmente Demontes (desde 2017 al 31-
XII-25).

El  contrato  administrativo  por  el  que  se  adjudicó  la 
prestación  del  servicio  a  Demontes  fue  prorrogado  por  un 
contrato de emergencias, celebrado el día 1-III-23.

A  partir  del  día  1-I-26,  el  servicio  de  prevención, 
extinción de incendios y salvamento del parque de bomberos de 
Villares de la Reina ha sido asumido por personal propio de la 
Diputación Provincial de Salamanca, personal que presta sus 
servicios como funcionarios.

III.- La Plataforma de Bomberos Profesionales de Castilla 
y  León  impugnó  resoluciones  de  la  Diputación  Provincial  de 
Salamanca, que tenían por objeto el anuncio de licitación y 
los  pliegos  que  rigen  la  contratación  del  servicio  de 
extinción de incendios y salvamente, y recayó sentencia en la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León, de fecha 27-II-20.

En  dicha  sentencia  se  razona  que  el  personal  de  los 
servicios de extinción de incendios de las entidades locales 
tiene el carácter de agentes de la autoridad, por lo que debe 
entenderse que dicho personal ejercita funciones que implican 
la participación directa o indirecta en el ejercicio de las 
potestades  públicas  o  en  la  salvaguardia  de  los  intereses 
generales  del  Estado  y  de  las  Administraciones  Públicas, 
funciones que corresponden exclusivamente a los funcionarios 
públicos. Razona también dicha sentencia que estas funciones 
no podrán ser ejercitadas por servicios externos, en régimen 
de  gestión  indirecta,  a  través  del  uso  de  formas 
contractuales.

IV.-  Se  han  realizado  procesos  selectivos  por  la 
Diputación  Provincial  de  Salamanca,  para  la  cobertura  de 
plazas  de  bomberos,  en  calidad  de  funcionarios.  En  esos 
procesos  selectivos,  realizados  siguiendo  los  principios  de 
igualdad,  mérito  y  capacidad,  han  sido  seleccionados  los 



  

trabajadores  que  se  han  referido  en  el  relato  de  Hechos 
Probados.

V.-  Según  resulta  de  los  pliegos  de  cláusulas 
administrativas de los distintos concursos públicos para la 
adjudicación  del  servicio  de  extinción  de  incendios  y 
salvamento  en  el  ámbito  de  la  comarca  de  Salamanca,  se 
establecen  en  los  mismos  los  medios  que  deben  aportar  el 
adjudicatario  del  servicio  y  la  Diputación  Provincial  de 
Salamanca.

En  cuanto  a  los  medios  que  se  deben  aportar  por  el 
adjudicatario,  se  distinguen  entre  medios  humanos  y 
materiales.

En cuanto a los medios humanos, los mismos consisten en 
los medios humanos necesarios para la atención de emergencias 
con  turnos  suficientes  para  cobertura  del  servicio  las 
veinticuatro horas diarias durante todo el año, de acuerdo con 
el  calendario  establecido  en  el  concurso  público  para  la 
adjudicación  del  servicio  de  extinción  de  incendios  y 
salvamento en el ámbito de la comarca de Salamanca.

En cuanto a los medios materiales que debe aportar el 
adjudicatario  (en  este  caso  la  codemandada  Demontes),  los 
mismos consisten en combustibles para vehículo y quipos con 
motor de explosión, material de oficina y para gestión del 
parque, así como medios ofertados como mejora en el proceso de 
adjudicación.

En  cuanto  a  los  medios  materiales  aportados  por  la 
Diputación Provincial de Salamanca, los mismos consisten en 
bienes inmuebles: parque de bomberos con sus instalaciones.

También  se  aportan  como  medios  materiales  por  la 
Diputación  Provincial  de  Salamanca  mobiliario  y  equipos  de 
oficina,  vehículos,  herramientas  y  utillaje,  consumibles 
material formativo de curso de iniciativa de la Diputación, 
telefonía y comunicaciones, equipos personales de trabajo y 
prevención para los bomberos con los componentes necesarios 
para la prestación del servicio, la limpieza, mantenimiento y 
reposición,  energía  eléctrica,  agua  y  demás  servicios  que 
deban adquirirse durante la vigencia del contrato.

En  cuanto  al  control  del  servicio,  Demontes  debe 
instrumentar los sistemas de control interno de forma que en 
todo momento por la Diputación se conozcan las actividades e 
incidencias  en  el  servicio  en  aspectos  tales  como 



  

intervenciones, personal operativo, vehículos, otro material, 
consumibles, formación, comunicaciones y otros.

Las condiciones laborales se pactan entre Demontes y los 
trabajadores sin intervención de la Diputación Provincial de 
Salamanca,  y  los  trabajadores  dirigen  sus  reclamaciones  a 
Demontes.

La empresa Demontes elabora el calendario, organiza los 
equipos  de  trabajo,  concede  vacaciones,  lleva  el  control 
horario,  abona  las  nóminas,  realiza  las  contrataciones,  se 
encarga  de  la  formación  de  los  trabajadores  elaborando  los 
planes de formación y abonando las correspondientes facturas, 
proporciona la ropa de trabajo para estar en  el centro de 
trabajo  (camiseta,  funda,  pantalón  y  botas),  entrega  a  los 
trabajadores documentación sobre protección de datos, sistemas 
de prevención de incendios, entre otros.

VI.- Se siguió procedimiento ordinario ante el Juzgado de 
lo Social Número 2 de Salamanca, en materia de cesión ilegal 
de  trabajadores,  con  el  número  208/2024,  en  el  que  los 
actores, trabajadores de la empresa Demontes, que prestaban 
sus  servicios  en  el  parque  de  bomberos  de  Villares  de  la 
Reina, solicitaban que se les reconociese su derecho a ser 
trabajadores fijaos de la Diputación Provincial de Salamanca, 
por  entender  que  se  había  producido  una  cesión  ilegal  de 
trabajadores.

En la sentencia recaída en dicho proceso, se desestimó la 
demanda interpuesta por los actores.

Dicha sentencia fue confirmada, tras presentarse frente a 
la misma recurso de suplicación, por el Tribunal Superior de 
Justicia  de  Castilla  y  León,  con  sede  en  Valladolid,  por 
sentencia de fecha 1-VI-26.

VII.-  El  día  18-XII-25  los  actores  recibieron  una 
notificación de la empresa Oficina Técnica Demontes, S. L. U., 
por la que dicha empresa ponía en su conocimiento que había 
recibido  una  notificación  de  la  Diputación  Provincial  de 
Salamanca,  por  la  que  le  informaba  de  la  finalización  del 
contrato  de  los  servicios  de  prevención,  extinción  de 
incendios y salvamento del parque de bomberos de Villares de 
la Reina, y que la finalización del servicio tendría lugar el 
día 31-XII-25, último día de la prestación de dicho servicio.

En la comunicación de la empresa demandada a los actores 
se hace constar que, a partir del día 1-I-26, se produciría la 
sucesión de empresa, y que los actores pasarían a prestar sus 



  

servicios  para  la  Diputación  Provincial  de  Salamanca,  que 
asumía  las  funciones  que  hasta  entonces  había  venido 
desarrollando la empresa Oficina Técnica Demontes, S. L. U. 

VIII.- Se celebró acto de conciliación ante el SMAC el 
día 21-I-26, con el resultado de intentada sin avenencia. La 
papeleta  de  conciliación,  presentada  el  día  13-I-26,  se 
dirigió únicamente frente a Oficina Técnica Demontes, S. L. 
U., no frente a la Diputación Provincial de Salamanca.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.-  Los  hechos  que  se  consideran  probados  resultan 
acreditados  por  una  valoración  conjunta  de  la  prueba 
practicada,  debiendo  tenerse  en  cuenta  la  inversión  de  la 
carga de la prueba que rige en el proceso por despido, y que 
deriva de lo dispuesto en el artículo 105.2 LRJS, que implica 
la referida inversión de la carga de la prueba en este tipo de 
procesos, por lo que corresponde a la demandada acreditar la 
veracidad de los hechos que alega.

Hay acuerdo entre las partes en cuanto a la categoría 
profesional  y  salario  de  los  trabajadores.  En  cuanto  a  la 
antigüedad, se ha tenido en cuenta la manifestada en el juicio 
celebrado por la codemandada Oficina Técnica Demontes, S. L. 
U.  Dicha  antigüedad  tiene  en  cuenta  el  comienzo  de  la 
prestación  laboral  de  los  trabajadores  tras  un  período  de 
interrupción de la relación laboral superior a tres meses.

Se comparte este criterio, toda vez que se trata de un 
período amplio de interrupción de la relación laboral, y para 
apreciar  una  unidad  del  vínculo,  como  se  pretende  por  los 
actores, debería acreditarse por éstos que ha tenido lugar un 
fraude  en  la  contratación  temporal.  En  las  demandas 
presentadas  se  aclaran  los  períodos  en  los  que  los 
trabajadores  han  prestado  sus  servicios  para  las  sucesivas 
empresas a las que se les adjudicó el servicio de prevención, 
extinción de incendios y salvamento, y hay acuerdo entre las 
partes  intervinientes  en  que  los  períodos  de  prestación  de 
servicio por parte de los actores son los que se exponen en 
las demanda, pero no se expone el motivo por el que pueda 
apreciarse un fraude en la contratación temporal, fraude que 
no puede presumirse, por lo que se aprecia el criterio tenido 
en cuenta por la codemandada Oficina Técnica Demontes, S. L. 
U. para fijar la antigüedad de cada uno de los trabajadores.

Se  aportó  por  las  partes  la  sentencia  recaída  en  el 
recurso  de  suplicación  interpuesto  frente  a  la  sentencia 
recaída en el Juzgado de lo Social Número 2 de Salamanca, y 



  

las partes manifestaron en el juicio celebrado que no tenían 
intención de interponer frente a dicha sentencia recurso de 
casación.

Se  tiene  en  cuenta  la  sentencia  recaída  en  el 
procedimiento seguido por cesión ilegal de trabajadores en el 
Juzgado  de  lo  Social  Número  2  de  Salamanca,  a  fin  de 
determinar los medios materiales y humanos aportados tanto por 
la  empresa  demandada  como  por  la  Diputación  Provincial  de 
Salamanca, así como la relación entre ambas y los trabajadores 
demandantes.

II.- En cuanto a la excepción de caducidad de la acción 
de despido frente a la Diputación Provincial de Salamanca, es 
cierto  que  frente  a  la  misma  no  se  presentó  papeleta  de 
conciliación ni reclamación administrativa previa, aun cuando 
a los actores se les notificó, antes del 31-XII-25, por parte 
de  la  empresa  Oficina  Técnica  Demontes,  S.  L.  U.,  que  el 
servicio de extinción de incencios y salvamento del parque de 
bomberos de Villares de la Reina iba a ser asumido por la 
Diputación Provincial de Salamanca, y la empresa Demontes les 
comunicó que dicha entidad iba a subrogarse en las relaciones 
laborales mantenidas con los actores. 

De  cualquier  modo,  sí  se  presentó  papeleta  de 
conciliación frente a Demontes, y se amplió posteriormente la 
demanda  frente  a  la  Diputación  Provincial  de  Salamanca.  En 
cualquier caso, como se razona más adelante, no se aprecia 
responsabilidad de la Diputación Provincial de Salamanca, por 
razones de fondo.

III.-  Se  alega  por  la  codemandada  Demontes  que  dicha 
empresa se ha limitado a aportar los medios personales para la 
prestación del servicio, pero no los medios materiales, que 
han  venido  siendo  aportados  únicamente  por  la  Diputación 
Provincial de Salamanca.

Esta  cuestión,  es  decir,  una  posible  cesión  ilegal  de 
trabajadores,  que  haría  que  el  empresario  real  fuera  la 
Diputación  Provincial  de  Salamanca,  fue  objeto  del 
procedimiento ordinario 208/2024, seguido ante el Juzgado de 
lo Social Número 2 de Salamanca, y fue resuelto por sentencia 
de  dicho  Juzgado,  de  fecha  11-VII-24,  confirmada  tras 
interponerse, frente a la misma, recurso de suplicación, por 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 
(Valladolid), de fecha 1-VI-26. Estas sentencias declaran que 
no  se  está  ante  el  supuesto  legalmente  previsto  de  cesión 
ilegal de trabajadores.



  

En esta última sentencia se razona que “nos hallamos, por 
tanto,  ante  una  contrata  administrativa  en  la  que  la 
adjudicataria mantiene una organización empresarial propia y 
ejerce de forma efectiva las facultades nucleares inherentes a 
la  condición  de  empresario,  mientras  que  la  Administración 
conserva legítimas facultades de supervisión técnica y control 
del servicio público contratado, insuficientes por sí mismas 
para integrar el supuesto prohibido en el artículo 43 ET”.

IV.- Se alega también, tanto por la codemandada Demontes 
como por los actores, que ha tenido lugar una  sucesión de 
empresa, por lo que la Diputación Provincial de Salamanca debe 
subrogarse  en  las  relaciones  de  trabajo  mantenidas  por 
Demontes con los actores.

En  relación  con  esta  alegación  se  plantea  por  la 
Diputación Provincial de Salamanca la excepción de falta de 
legitimación pasiva.

Las relaciones laborales mantenidas entre Demontes y los 
actores  se  rigen  por  el  Convenio  Colectivo  del  Sector  de 
Actividades Forestales de la Comunidad de Castilla y León.

El artículo 22 de dicho convenio colectivo establece que, 
cuando  una  empresa  cese  en  la  ejecución  de  los  contratos 
administrativos de servicios de centros de interpretación de 
la  naturaleza,  ya  sea  por  finalización,  rescisión  o  por 
cualquier  otra  causa,  la  nueva  empresa  adjudicataria  está 
obligada  a  subrogarse  en  los  contratos  de  estas  personas 
trabajadoras  adscritas  a  la  contrata  y  lugar  de  trabajo, 
cualquiera que sea la modalidad de los mismos y/o categoría 
profesional.

Tal  como  se  alegó  por  la  Diputación  Provincial  de 
Salamanca en el juicio celebrado, el convenio colectivo que se 
pretende  aplicar  no  incluye  en  su  ámbito  a  la  Diputación 
Provincial  de  Salamanca,  sino  a  las  empresas  forestales 
representadas  en  su  negociación  por  ASEMFO,  la  Asociación 
Nacional de Empresas Forestales. Según establece el artículo 2 
de dicho convenio, el mismo regula las relaciones laborales de 
todas  las  empresas  cuya  actividad  consista  en  tratamientos 
silvícolas,  podas,  desbroces,  cortafuegos,  clareos  y 
prevención de incendios forestales, repoblaciones forestales y 
restauración  del  medio  natural,  preparación,  conservación  y 
mantenimiento de pistas y caminos en el monte, preparación y 
conservación de áreas recreativas, vigilancia y extinción de 
incendios  forestales,  otras  actividades  relacionadas  con  la 
conservación y ordenación de los espacios naturales y otras 
actividades menores complementarias de las principales.



  

La Diputación Provincial de Salamanca no es una empresa 
forestal, sino una Entidad Pública, por lo que no entra dentro 
del ámbito funcional del convenio colectivo.

Por otra parte, el artículo 22 de dicho convenio regula 
el  supuesto  de  cese  en  la  ejecución  de  un  contrato 
administrativo de servicio, y adjudicación del mismo a otra 
empresa. No se está ante el supuesto de hecho previsto en la 
norma, toda vez que no ha tenido lugar una nueva adjudicación 
del  servicio,  sino  una  reversión  de  éste  a  la  Diputación 
Provincial de Salamanca, que lo asume con personal propio, si 
bien con la condición de funcionario.

V.-  Tampoco  se  está  ante  el  supuesto  de  hecho  del 
artículo 44 ET. Dicho artículo regula la subrogación en las 
relaciones laborales en el supuesto de sucesión de empresa. El 
número 2 de dicho artículo establece que existe sucesión de 
empresa cuando la transmisión afecte a una entidad económica 
que mantenga su unidad, entendida como un conjunto de medios 
organizados a fin de llevar a cabo una actividad económica.

No se está ante el supuesto de hecho de la norma que 
regula el supuesto de subrogación en las relaciones laborales 
por sucesión de empresa por lo ya expuesto, es decir, porque 
no  se  está  ante  una  sucesión  de  empresas,  sino  ante  la 
reversión de un servicio público a la Administración encargada 
del mismo, que lo asume con personal propio, que presta sus 
servicios en calidad de funcionario. Por otra parte, en el 
presente  supuesto,  tal  como  ya  se  ha  expuesto,  los  medios 
materiales  eran  propiedad  de  la  Diputación  Provincial  de 
Salamanca, por lo que no hay una sucesión en el uso de bienes 
materiales que hubieran sido puestos por la adjudicataria.

Además,  tampoco  se  ha  asumido,  en  los  procesos  de 
selección  de  funcionarios  que  prestan  sus  servicios  en  el 
parque de bomberos de Villares de la Reina, a la mayor parte 
de  los  trabajadores  de  Demontes,  sino  sólo  a  aquellos  que 
superaron  los  procesos  de  selección  para  ser  funcionarios, 
procesos  que  se  rigieron  por  los  principios  de  igualdad, 
mérito y capacidad. De hecho, de los actores, tan sólo cuatro 
han  pasado  a  ser  personal  funcionario  de  la  Diputación 
Provincial de Salamanca, uno de ellos ha aprobado el proceso 
de selección después de la asunción del servicio por dicha 
entidad, sin que aún haya tomado posesión de su cargo, pero no 
así el resto.

VI.- Tampoco es de aplicación lo dispuesto en el artículo 
130 LCSP, que establece que, en caso de que una Administración 



  

Pública decida prestar directamente un servicio que hasta la 
fecha venía siendo prestado por un operador económico, vendrá 
obligada a la subrogación del personal que lo prestaba si así 
lo  establece  una  norma  legal,  un  convenio  colectivo  o  un 
acuerdo de negociación colectiva.

En  el  presente  supuesto,  la  norma  que  obligaría  a  la 
Diputación  Provincial  de  Salamanca  es  el  artículo  22  del 
Convenio  Colectivo.  Este  artículo  no  es  aplicable  a  la 
Diputación  Provincial  de  Salamanca,  porque,  como  ya  se  ha 
razonado, esta Entidad no entra dentro de su ámbito funcional 
de aplicación. Además, como también se ha razonado ya, no se 
está  ante  el  supuesto  de  hecho  de  la  norma,  sino  ante  la 
reversión de un servicio público a la Diputación Provincial de 
Salamanca,  que  asume  el  mismo  con  personal  propio,  con  la 
condición de funcionarios públicos.

Tampoco  se  está  ante  el  supuesto  de  una  sucesión  de 
empresas  prevista  en  la  ley,  puesto  que,  como  ya  se  ha 
razonado, no es de aplicación el artículo 44 ET.

VII.- Se plantea por las demandadas la excepción de falta 
de legitimación pasiva en relación con los actores D. Carlos 
Pedraz Marín, D. Rodrigo Jacobo Martín Alonso y D. Enrique 
Merchán  Esteban,  por  estar  en  situación  de  excedencia 
voluntaria  en  el  momento  en  que  tuvo  lugar  el  cese  de  la 
prestación  de  servicios,  es  decir,  el  día  31-XII-25.  Estos 
trabajadores han pasado a formar parte de la plantilla de la 
Diputación  Provincial  de  Salamanca,  en  calidad  de 
funcionarios,  al  haber  superado  los  procesos  de  selección 
correspondientes.

Ha  de  admitirse  esta  excepción.  Estos  trabajadores  no 
prestaban sus servicios en la empresa, a la fecha del cese en 
la prestación de servicios, es decir, el día 31-XII-25, por su 
propia  voluntad,  y  solicitaron  una  excedencia  voluntaria 
precisamente para participar en un proceso de selección y así 
seguir prestando dichos servicios en calidad de funcionarios 
para la Diputación Provincial de Salamanca. No ha tenido lugar 
el daño derivado de la extinción de la relación laboral que da 
derecho  a  la  percepción  de  la  indemnización  legalmente 
prevista,  toda  vez  que  se  trata  de  trabajadores  en  una 
situación de derecho expectante al reingreso, cuando soliciten 
el mismo, no de trabajadores en activo, sino de una situación 
de suspensión de la relación laboral debida únicamente a la 
voluntad de los trabajadores.

No cabe apreciar dicha excepción de falta de legitimación 
pasiva en el caso de D. Diego Arroyo Yagüe, quien estaba en 



  

situación de Incapacidad Permanente Total para su profesión 
habitual, situación revisable en el plazo de dos años. En este 
caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 48.2 ET, 
se  está  ante  una  causa  de  suspensión  involuntaria  de  la 
relación laboral, no de extinción de ésta.

En cuanto a D. César Sendín Oñiga, ha superado el proceso 
selectivo convocado por la Diputación Provincial de Salamanca 
en febrero de 2026, si bien no consta que aún haya tomado 
posesión de su plaza de funcionario, por lo que no se aprecie 
que esté en la misma situación que los otros trabajadores en 
relación con los cuales sí se aprecia, como ya se ha expuesto, 
la excepción de falta de legitimación activa.

VIII.-  Al  no  estarse  ante  un  supuesto  de  sucesión  de 
empresa, la empresa codemandada no debió haber remitido a los 
trabajadores a la Diputación Provincial de Salamanca, a fin de 
que dicha Entidad procediera a subrogarse en las relaciones 
laborales con los actores, sino que pudo, en todo caso, haber 
procedido  a  la  extinción  de  los  contratos  de  trabajo  por 
razones objetivas.

Para  ello,  debió  haber  cumplido  con  los  requisitos 
formales  establecidos  en  el  artículo  53  ET.  Al  no  haber 
cumplido  con  dichos  requisitos  de  forma,  debe  declararse 
improcedente el despido de los actores (a excepción de los que 
se  encontraban  en  situación  de  excedencia  voluntaria,  en 
relación con los cuales se ha apreciado la excepción de falta 
de legitimación activa). Debe, por tanto, condenarse a Oficina 
Técnica Demontes, S. L. U., a optar, en el plazo de cinco días 
a  contar  desde  la  notificación  de  la  presente  resolución, 
entre  readmitir  a  los  trabajadores,  con  el  abono  de  los 
salarios  de  tramitación  correspondientes,  o  abonarles  la 
indemnización  legalmente  establecida,  de  33  días  por  año 
trabajado.

En cuanto a las indemnizaciones que corresponden a cada 
uno de los actores, la cuantía de las mismas es la siguiente:

Para D. Juan Antonio García Pérez, la indemnización de 
48828,08 €.

Para D. Andrés Pérez Martín, la indemnización de 1308,04 
€.

Para  D.  Carlos  González  Sánchez,  la  indemnización  de 
49368,91 €.

Para  D.  Álvaro  García  Martín,  la  indemnización  de 
11843,37 €.

Para D. Adrián Martín Ortega, la indemnización de 5718,90 
€.



  

Para  D.  Francisco  Sánchez  Recio,  la  indemnización  de 
55591,20 €.

Para D. Pablo Mangas Nieto, la indemnización de 577,66 €.
Para D. Iván Cobo Fayos, la indemnización de 2775,30 €.
Para D. Ángel Rodríguez Miñambres, la indemnización de 

46241,61 €.
Para  D.  Agustín  Rodríguez  Marcos,  la  indemnización  de 

72194,40 €.
Para  D.  Javier  Alonso  Sánchez,  la  indemnización  de 

47555,38 €.
Para  D.  Sergio  Rodero  Sánchez,  la  indemnización  de 

5901,86 €.
Para D. Raúl Panero Blázquez, la indemnización de 5865,20 

€.
Para  D.  Jorge  Ramos  Izquierdo,  la  indemnización  de 

5865,20 €.
Para  D.  Jesús  Mateos  Delgado,  la  indemnización  de 

16696,35 €.
Para D. José Antonio Martín Marcos, la indemnización de 

35352,97 €.
Para D. Diego Arroyo Yagüe, la indemnización de 948,61 €.
Para D. Miguel Ángel Fraile Rodríguez, la indemnización 

de 48426,15 €.
Para  D.  Roberto  Sánchez  Matilla,  la  indemnización  de 

27885 €.
Para D. Francisco José Santiago García, la indemnización 

de 22105,88 €.
Para  D.  Ángel  González  Sánchez,  la  indemnización  de 

57506,40 €.
Para D. Hugo Torres García, la indemnización de 1525,70 

€.

Para D. César Sendín Oñiga, la indemnización de 1835,27 
€.

IX.-  Debe  entenderse,  por  lo  expuesto,  que  la 
finalización  del  contrato  de  trabajo,  dada  la  forma  de  la 
misma,  supone  un  despido  improcedente,  por  lo  que  debe 
condenarse a la empresa codemandada Oficina Técnica Demontes, 
S. L. U., de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 110 LRJS, 
a readmitir a los actores, en relación con los que no se ha 
admitido la excepción de falta de legitimación activa, con el 
abono de los salarios de tramitación previstos en el artículo 
56.1.b  ET,  o  bien,  a  su  elección,  a  indemnizarles  con  la 
cantidad legalmente prevista, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 56.1.a ET.



  

La indemnización que corresponde a los actores es la que 
se consigna en el Fundamento de Derecho anterior.

FALLO

Que debo estimar y estimo las demandas interpuestas, si 
bien no las acciones ejercitadas por D. Carlos Pedraz Martín, 
D. Rodrigo Jacobo Martín Alonso y D. Enrique Martín Esteban, 
en relación con los cuales se aprecia la excepción de falta de 
legitimación activa, y debo condenar y condeno a la empresa 
Oficina Técnica Demontes, S. L. U., en el plazo de cinco días 
a contar desde la notificación de la presente resolución, a 
optar entre readmitir a los trabajadores, con el abono de los 
salarios  de  tramitación  correspondientes,  o  a  indemnizarles 
con las cantidades que se refieren en el Fundamento de Derecho 
VIII  de  esta  resolución,  todo  ello  con  absolución  de  la 
Diputación Provincial de Salamanca, en relación con la cual se 
aprecia la excepción de falta de legitimación pasiva.

Notifíquese la presente a las partes haciéndoles saber 
que  contra  la  misma  cabe  interponer  recurso  de  suplicación 
ante  el  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Castilla  y  León, 
anunciándolo ante este órgano judicial en el plazo de cinco 
días hábiles siguientes a la notificación del presente fallo.

Así por esta sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes.


